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I. la ley orgánica 3/2007 para la  
igualdad efectiva entre  
mujeres y hombres (loi)

1.– Objetivos perseguidos. 2.– Instrumentos para su consecución.

1. Objetivos perseguidos

1. El día inmediatamente siguiente al de su definitiva aprobación par-
lamentaria y de su sanción por parte del Jefe de Estado, el Boletín Oficial 
del Estado publicaba la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva entre mujeres y hombres (LOI). Con este último trámite 
formal, el de la publicación en el medio de comunicación oficial, culmina-
ba el lento y, en buena medida, azaroso� proceso de adopción de un texto 
legislativo destinado a intentar saldar la deuda de diferenciación y margi-
nación sociales que históricamente arrastra nuestra sociedad, bien que no 
solo la española, con un colectivo social equivalente numéricamente a la 
mitad de la población. Por expresar la idea con el lenguaje empleado en la 
Exposición de Motivos (EM) de la LOI, la igualdad real entre mujeres y 

� La LOI no responde, en su parte laboral y de protección social, al principio infor-
mador de las numerosas y heterogéneas reformas legales adoptadas durante el primer 
Gobierno del Presidente Rodríguez Zapatero (2004-2008), que fue la concertación social, 
ya que la CEOE y la CEPYME manifestaron su oposición respecto de determinados 
aspectos de la ley, señaladamente los relativos a la negociación colectiva de los planes de 
igualdad y a la composición equilibrada en los órganos de administración societaria. Vid. 
el voto particular al Dictamen elaborado por el grupo segundo del CES al anteproyecto 
de ley, en CES (2007, 156).
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hombre “es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos instru-
mentos jurídicos”�.

En el universo de los principios que informan la LOI�, el de trans-
versalidad brilla con luz propia. O por decirlo nuevamente con palabras 
de la LOI, la dimensión transversal de la igualdad, verdadera “seña de 
identidad” del vigente derecho antidiscriminatorio, se eleva a la condición 
de “principio fundamental del presente texto”�. No son estos momento ni 
lugar apropiados para encarar, aunque sea superficialmente, la densa pro-
blemática que acompaña a este principio, bastando con destacar que la 
transversalidad no solo tiene una vertiente de técnica jurídica que compor-
ta la dispersión del principio de igualdad, de su respeto y de su aplicación, 
en todas las áreas del ordenamiento jurídico; en sus avenidas principales, 
pero también en sus callejones y zonas suburbiales. Además de ello y sobre 
todo, este atributo de transversalidad, que es el que define la ordenación de 
ese moderno ius gentium en que se ha convertido el principio de igualdad 
y la prohibición de discriminación�, desarrolla igualmente un contenido 
funcional, que se manifiesta en la voluntad de remover y suprimir aque-
llos obstáculos jurídicos, económicos, sociales y culturales que impiden o 
frenan la implantación de una situación de igualdad real y efectiva entre 
mujeres y hombres�.

La transversalidad de las políticas públicas y de las acciones y medidas 
privadas destinadas a combatir cualquier forma de discriminación por ra-
zón de sexo así como a remover cuantos obstáculos impidan a las mujeres, 
en su condición de miembros del grupo víctima de atávicas desigualdades, 
con ramificaciones en todos los dédalos imaginables de la sociedad, se 
manifiesta en la complejidad del contenido de la LOI, que no consiente su 
catalogación como una ley sectorial, de naturaleza laboral o de otra rama 
del sistema jurídico. La resistencia de la LOI a ser calificada como una ley 

� Cfr. EM II, párrafo primero, in fine.
� Para un estudio de los principios informadores de la LOI, vid., por todos, CRUZ 

VILLALÓN (2007).
� Cfr. EM III, párrafo primero in fine.
� Para la calificación del principio de igualdad como el moderno ius gentium, vid. 

VALDÉS DAL-RÉ (2008).
� Entre la muy amplia bibliografía sobre la evolución y contenido del principio de 

transversalidad aplicado a la igualdad, vid, por todos, LOUSADA AROCHENA (2007 y 
2007a), QUINTANILLA NAVARRO (2008) y PÉREZ DEL RÍO (2009, 11).
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especial no impide afirmar, sin embargo, que los aspectos laborales, enten-
dida la expresión en un sentido amplio, conforman el núcleo duro de la ley; 
o, al menos, uno de los ejes prioritarios de regulación.

La centralidad de lo laboral descansa en razones sólidas y difícil-
mente rebatibles, de entre las cuales las dos siguientes han jugado, con 
mucha probabilidad, una relevante función en la fase de elaboración de 
la LOI. De un lado, la propia centralidad que, para el desarrollo del ser 
humano, tiene la actividad laboral, convertida en un elemento básico de 
socialización; en el primer instrumento de integración social y, por lo 
mismo, de marginación y exclusión social. De otro, la evidencia de la 
histórica y persistente discriminación que ha venido padeciendo y aún 
padece la mujer en el mercado de trabajo, bastando a estos efectos con 
remitirse a los principales índices que, elaborados en función del sexo, 
estructuran el mercado de trabajo y definen la calidad de los empleos�. 
El análisis de las series relativas a las tasas de actividad, de empleo y de 
desempleo, a los índices de temporalidad y de parcialidad, a la brecha 
salarial o, en fin, a los niveles ocupacionales suministra pruebas irre-
futables de esa discriminación, tanto en España� como en la UE�. Por 
lo demás, la relevancia de los temas laborales es confesada de manera 
expresa y directa por la propia LOI. En tal sentido y de un lado, su EM 
declara la “especial atención (que) presta la Ley a la corrección de la 
desigualdad en el ámbito específico de las relaciones laborales”10. Y de 
otro, el reconocimiento de “la igualdad de trato y de oportunidades en el 
acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesional, y en las 
condiciones de trabajo” se lleva, en el articulado de la propia ley, a luga-
res especialmente destacados; se instala en el Título I, art. 5.º, que es el 

� Para una completa relación de los indicadores que, en el ámbito de la UE, han de 
ser utilizados a efectos de verificar y controlar los avances en la aplicación real y efectiva 
del principio de igualdad por razón de género, vid. el Anexo I de la Comunicación de la 
Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social y al Comité 
de las Regiones, “Plan de trabajo para la igualdad entre las mujeres y los hombres 2006-
2010”, Bruselas 1.3.2006, COM (2006) 92 final.

� Por todos, y con datos recientes, CEBRIÁN LÓPEZ/MORENO RAYMUNDO 
(2007).

� Vid., por todos y ofreciendo estadísticas recientes, GARCÍA NINET/GARRIGUES 
PÉREZ (2007, 27).

10 Cfr. EM III, párrafo 8.º.
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que enuncia los principios informadores, define los conceptos y organiza 
la tutela de la igualdad.

2. Instrumentos para su consecución

2. Para la consecución de ese ambicioso objetivo enunciado por la 
Ley Orgánica 3/2007, cual es “el logro de la igualdad real y efectiva en 
nuestra sociedad”11 o, por emplear ya un lenguaje normativo, para “hacer 
efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres 
y hombres” (art. 1.1), el legislador lleva hasta sus últimas consecuencias la 
primera de las manifestaciones del principio de transversalidad: la univer-
salidad subjetiva. La LOI, en efecto, pretende movilizar, por lo pronto, al 
Estado, entendida la expresión en su sentido más completo y global; esto 
es, a la integridad de los poderes públicos encargados de gestionar nuestro 
“Estado social y democrático de Derecho”. Pero también ese texto legal, 
para la consecución del mencionado objetivo, aspira a movilizar a la entera 
sociedad: “a las personas privadas y jurídicas, tanto públicas como priva-
das” (art. 1.2). Solamente una actuación conjunta y coordinada de uno y de 
otra, del Estado y de la sociedad, puede lograr la erradicación de manera 
efectiva y permanente de esas situaciones de desigualdad que, a la postre, 
impiden la realización de los otros valores supremos que nuestra Constitu-
ción hermana a la igualdad, como son la libertad y la justicia. El ejercicio 
y disfrute de estos tres valores es indivisible, de manera que la libertad y 
la justicia no quedan satisfechas mientras todas las personas, sin tener que 
renunciar a su diversidad, no consigan acceder al disfrute de los derechos 
y bienes en una situación de igualdad de oportunidades.

Como no puede ser de otro modo, la universalidad subjetiva de la di-
mensión transversal de la regulación del principio de igualdad de trato y de 
oportunidades se extiende al campo de las relaciones laborales. Atendien-
do a su estructura jurídica, la vigencia en este ámbito de aquella dimensión 
se expresa mediante la atribución de una eficacia erga omnes u horizontal 
al principio de igualdad, elevado a la dignidad de derecho fundamental; de 
derecho integrado en el patrimonio jurídico inalienable de la humanidad12. 
En el marco del contrato de trabajo, los sujetos obligados a garantizar la 

11 Cfr. EM III, párrafo 7.ª.
12 Vid. art. 1.º de la Declaración Universal de Derechos Humanos.
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vigencia de los derechos de igualdad y no discriminación no son solo, 
pues, los poderes públicos encargados del ejercicio, en el área del derecho 
social, de las funciones legislativas, ejecutivas y judiciales. Además de 
ellos y al lado de ellos, también lo están quienes, a título de empresario o 
empleador, se benefician de las utilidades del trabajo dependiente. De ahí 
las abundantes referencias que la LOI hace a las empresas, en su condi-
ción de organizaciones en las que se desenvuelven las relaciones jurídicas 
obligatorias derivadas del contrato de trabajo. En esa dirección y por vía 
ejemplificativa, el art. 45.1 dispone que “las empresas están obligadas a 
respetar la igualdad”, añadiendo el deber de adoptar “medidas dirigidas 
a evitar cualquier tipo de discriminación laboral (...)”. De su lado, los nú-
meros 2, 3, 4 y 5 de ese mismo precepto, así como los arts. 46.1, 48.1 y 
49 vuelven a dirigir su mirada normativa hacia las empresas, formulando 
diversas consecuencias jurídicas.

Desde luego, el empresario no es el único responsable privado en la 
tarea de asegurar el respeto a la vigencia irrestricta de la igualdad de trato 
y de oportunidades, en todas las manifestaciones que la LOI enuncia, en 
el ámbito de las relaciones laborales. Desde una perspectiva micro, la im-
plantación y el mantenimiento de entornos laborales verdaderamente igua-
litarios por razón de género requiere la concurrencia de cuantos sujetos 
intervienen, en el seno de cada organización de empresa, en el desarrollo 
y ejecución de las prestaciones de trabajo comprometidas por las mujeres; 
esto es, compañeros de trabajo, cadena de mando y dirección y represen-
tantes de los trabajadores. Pero aún siendo todo ello cierto, la relevancia 
del empresario en la consecución o en la perpetuación de situaciones de 
igualdad y desigualdad no es equiparable a ningún otro sujeto. Y ello por 
cuanto la empresa, que es el locus del ejercicio y disfrute para las trabaja-
doras de la igualdad de trato y de oportunidades, genera una situación de 
poder, si por tal se entiende, en un sentido primario y naturalista, una fuer-
za que actúa de modo causal y que expresa el sometimiento real de unas 
personas sobre otras, forzadas a padecer conductas injustas, por inequitati-
vas. Por lo demás y no es lo de menos, la consideración de los poderes del 
empresario como una amenaza real a los derechos de los trabajadores13 se 

13 Amenaza ésta que deriva no de la consideración de los poderes empresariales como 
poderes intrínseca u ontológicamente insidiosos o perversos sino, más sencillamente, por 
cuanto la lógica empresarial (sus principios, valores y objetivos) actúa naturaliter como 
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acentúa en relación con el principio de igualdad por razón de género, cuya 
agresión tiene raíces tan profundas como extendidas. El gran problema de 
la lucha antidiscriminatoria y, por consiguiente, el gran reto de la vigencia 
real y efectiva del principio de igualdad de oportunidades en el mundo de 
las relaciones laborales es la identificación de las propias situaciones de 
desigualdad y discriminación, a menudo percibidas y vividas por el em-
presario (y no solo por él), a la luz de los estereotipos y patrones social y 
culturalmente dominantes, como situaciones de normalidad. Por este lado, 
la lógica empresarial, la lógica de la rentabilidad, del rendimiento y de 
la competitividad, encuentra un buen aliado y un comprensivo cómplice 
en la estructura social dominante, que es la que termina atribuyendo los 
roles sociales y distribuyendo, en función de los previamente asignados 
por razón de sexo, los bienes y derechos; la intensidad y la extensión de 
su contenido.

3. La movilización de la entera red de poderes públicos y de perso-
nas privadas —incluidas las que en la esfera civil ostentan unos poderes 
económicos que se filtran de manera constante en el tráfico jurídico— que 
se desenvuelven en el complejo y heterogéneo universo de las relaciones 
laborales constituye una condición necesaria para la implantación real y 
efectiva del principio de igualdad en ese singular universo. Condición ne-
cesaria, esa movilización resultaría insuficiente de no ir acompañada de los 
instrumentos adecuados a la naturaleza y a la estructura de unos y otras. 
A lo largo de su articulado, la LOI se ha ido encargando, en efecto, de 
asignar a esa red de poderes públicos y personas privadas una serie de 
instrumentos de cuya acción combinada se espera el logro, de manera gra-
dual y progresiva, de los objetivos perseguidos por el propio texto legal: 
la erradicación de los obstáculos que limitan la libertad de las mujeres así 
como la corrección de todas las manifestaciones de desigualdad por razón 
de género.

En el ámbito de los poderes públicos, el texto legal ordena la acción 
instrumental a través de tres grandes grupos, que coinciden con las tres clá-
sicas funciones del Estado: normativa, ejecutiva y funcional. O por decirlo 
en sus propios términos, “la Ley establece principios de actuación de los 

freno a la expresión de los derechos fundamentales de los trabajadores, comprometiendo 
su desarrollo. Vid., para más detalle, VALDÉS DAL-RÉ (1992, 27).
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Poderes Públicos” (art. 1.2). De esas tres funciones, la que menor entidad 
o peso comparativo tiene, formulado ese juicio en un sentido dinámico o 
de futuro, es la normativa. La razón se debe, sin duda alguna, a la doble 
configuración de la Ley Orgánica 3/2007 que, además de ser fuente de 
creación de instrumentos al servicio del principio de igualdad de trato y 
oportunidades, actúa, en si misma considerada, como un activo y potente 
instrumento para la consecución de este mismo principio. De ahí, la de-
cisión de la LOI de concretar al máximo el principio de transversalidad, 
llevando a cabo, mediante la introducción en su contenido de las oportunas 
disposiciones adicionales, de una extensa reforma de nuestro entero orde-
namiento jurídico, del ordenamiento en su integridad14. Dando de lado las 
habilitaciones reglamentarias, tanto la general15 como las particulares16, la 
actividad instrumental de la LOI se centra en la función judicial y, de ma-
nera muy señalada, en la función ejecutiva.

Al primer grupo pertenecen las previsiones enunciadas en los arts. 
12, sobre “tutela judicial efectiva”, y 13, sobre “prueba”, así como en las 
Disposiciones Adicionales quinta, sexta y décimo tercera, las cuales modi-
fican parcialmente las leyes rituarias de los órdenes civil, contencioso-ad-
ministrativo y social, respectivamente. En el segundo grupo se incorpora, 
de su lado, el heterogéneo conjunto de actuaciones públicas enderezadas, y 
de órganos administrativos encargados, de hacer efectivo el constitucional 
derecho de igualdad entre mujeres y hombres en las más variadas políticas: 
económica, laboral, social, cultural y artística. Un conjunto que se extiende 
desde la aprobación anual de un Plan Estratégico de Igualdad de Oportuni-
dades (art. 17) o la elaboración de informes periódicos sobre las acciones 
adoptadas en materia de igualdad hasta la constitución (art. 18), en el seno 
de la Administración General del Estado, de un Consejo de Participación 
de la mujer (art. 78) o el establecimiento de mecanismos de colaboración 
entre las administraciones central y autonómicas (art. 21).

Relevantes son, igualmente, los instrumentos que la LOI pone a dispo-
sición de las personas privadas para la supresión de las desigualdades vin-

14 Salvo error u omisión en el cómputo, la LOI modifica un total de veintisiete 
leyes.

15 Vid. Disposición Final Tercera.1 LOI.
16 Vid., entre otros, art. 50.3, Disposición Transitoria Segunda y Disposición Final 

Tercera.2 y 3.
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